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DECISIÓN DE ARCHIVO
CASO 11.786
COLOMBIA
19 de octubre de 2011
PRESUNTA VÍCTIMA:
José Ángel Aparicio Gómez, María del Carmen Orozco Pérez, José Ángel Aparicio Orozco y Ángela Patricia Aparicio Orozco
PETICIONARIO:
José Ángel Aparicio Gómez
VIOLACIONES ALEGADAS:
Artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:
5 de agosto de 1997
I.
POSICIÓN DEL PETICIONARIO
1. El 1˚ de abril de 1997 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “CIDH”) recibió una petición presentada por José Ángel Aparicio Gómez (en adelante, “el peticionario”) en la cual se alegó la responsabilidad del Estado de Colombia por presuntos actos de tortura cometidos en su contra y en contra de su esposa, María del Carmen Orozco Pérez, y de sus dos hijos, los niños José Ángel Aparicio Orozco y Ángela Patricia Aparicio Orozco por miembros de la Dirección Central de Policía Judicial e Inteligencia (DIJIN).  Asimismo, sostuvo que el Estado era responsable por la falta de diligencia en la investigación y sanción de los responsables de los hechos dado que el proceso judicial se llevó ante la jurisdicción penal militar. 
2. El peticionario alegó que se desempeñaba como miembro de la Policía Nacional (en adelante “PN”) de Santafé de Bogotá y que a partir de enero de 1992 empezó a recibir amenazas contra él y su familia, por parte de presuntos agentes de la Dirección de Antinarcóticos de la PN.  Sostuvo que denunció dichos hechos ante el Director de la PN.  Alegó que el 21 de marzo de 1992, dichos agentes del Estado acudieron a su casa y mediante hostigamientos, se lo llevaron a un lugar desconocido donde su esposa y sus hijos habrían sido torturados.
3. Señaló que al llegar a un lugar que desconocía, fue detenido por agentes de la DIJIN.  Alegó que su esposa y sus hijos fueron golpeados, electrocutados y sometidos a una técnica de asfixia conocida como “submarino”.  
4. El peticionario alegó que presentó una denuncia por los hechos expuestos, pero que a pesar de que la jurisdicción penal ordinaria era la instancia competente para conocer el caso, fue el Juzgado 90 de Instrucción Penal Militar el que inició las investigaciones de los hechos.  Indicó que el 19 de febrero de 1993 el Juzgado se abstuvo de dictar medida de aseguramiento en contra de los presuntos responsables.  Asimismo, indicó que el 27 de septiembre de 1994 el Tribunal Superior Militar confirmó la cesación del procedimiento y que el 29 de noviembre de 1994 se decretó su archivo.
5. La CIDH entiende que el peticionario alega la violación de los derechos a la integridad personal, garantías judiciales y protección judicial previstos en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

6. En respuesta al reclamo del peticionario, el Estado sostuvo que la petición era inadmisible dado que la situación de la presunta víctima y su familia no implica violación y que de ser admitida la Comisión estaría actuando como una cuarta instancia.  
7. Respecto de los hechos sostuvo que María López Pineda interpuso una denuncia penal contra José Ángel Aparicio Gómez por el delito de extorsión y que el 21 de marzo de 1992 la DIJIN procedió a detenerlo en flagrancia, puesto que el peticionario había citado a la señora López Pineda “para que le diera dinero a cambio de no ser vinculada con narcotráfico”.  Asimismo, alegó que la esposa e hijos del peticionario nunca fueron detenidos ni agredidos, lo cual se puede verificar mediante los informes médicos realizados.
8. Indicó que el 27 de marzo de 1992 el Juzgado 90 de Instrucción Penal Militar decretó prisión preventiva por los delitos de extorsión y solicitó la suspensión de la presunta víctima como miembro activo de la PN.  Señaló que el 9 de abril de 1992 dicho Juzgado resolvió negativamente un recurso de reposición contra el auto de 27 de marzo de 1992 y estableció que la investigación se debía continuar en justicia ordinaria al no estar relacionada con sus funciones.  Señaló que la investigación fue trasladada al Juzgado de Instrucción Penal Criminal de Reparto y que el 15 de marzo de 1993 el Juzgado Noveno Penal del Circuito condenó a la presunta víctima por extorsión y falsedad de documento público, fallo que fue confirmado por el Tribunal Superior de Bogotá y no fue casado por la Corte Suprema de Justicia.  

9. Asimismo, informó que existía una investigación pendiente contra el peticionario ante la Fiscalía 137 Unidad de Patrimonio Económico No. 2 por extorsión, uso de documento público falso, simulación de investidura o cargo y cohecho por dar u ofrecer en concurso y que el 6 de agosto de 1992 la Jefatura de la División de Transportes de la Dirección Administrativa de la PN solicitó a la Dirección General de la PN su separación absoluta de la institución, con nota de mala conducta.  Indicó que el peticionario presentó recurso de apelación contra dicha decisión, el cual fue fallado negativamente el 14 de septiembre de 1992, separándolo en forma absoluta de la Institución.
10. El Estado, alegó que la denuncia presentada por los presuntos abusos en contra de su familia por parte de los miembros de la DIJIN en el operativo de captura se ventiló ante la jurisdicción penal militar, la cual era competente, en tanto la denuncia se refería a hechos relacionados con las funciones de dichos agentes.  Al respecto, indicó que se adelantó proceso penal militar contra los tres agentes denunciados por hurto, tortura y abuso de autoridad.  Indicó que el 24 de febrero de 1994 el Juez de Primera Instancia Auditoría Auxiliar 57 de la Inspección General de la PN dispuso la cesación del procedimiento por inexistencia de los hechos denunciados.  Asimismo, indicó que en virtud de una denuncia presentada por el peticionario ante el Director de la Policía Judicial se inició una investigación ante el Juzgado 90 de Instrucción Penal Militar que fue archivada en noviembre de 1994.  

11. Asimismo, indicó que por los hechos la Procuraduría General de la Nación adelantó otras siete investigaciones en las cuales se determinó que los hechos denunciados no tuvieron existencia y desvirtuaron las denuncias interpuestas por José Ángel Aparicio Gómez
.  En consecuencia, considera que no se configura la caracterización de violaciones a la Convención Americana.  Asimismo, sostuvo que la Comisión no es un órgano de cuarta instancia por lo que no podría pronunciarse sobre este caso, ya que las denuncias se resolvieron a través de los recursos internos en el marco de un debido proceso.

12. Finalmente, el Estado alegó que el peticionario no interpuso acción de reparación directa ante la jurisdicción contencioso administrativa, por lo que considera que éste renunció a la posibilidad de obtener dichas reparaciones.

III. 
TRÁMITE ANTE LA CIDH
13. La petición fue registrada bajo el número 11.786 y tras efectuar un análisis preliminar de la petición, el 5 de agosto de 1997, la CIDH procedió a transmitirla al Estado para sus observaciones.  El 19 de setiembre de 1997 el peticionario presentó información adicional, la cual fue transmitida al Estado para sus observaciones.  

14. El 12 de diciembre de 1997 el Estado solicitó una prórroga para presentar sus observaciones, la cual fue concedida por la CIDH.  El 16 de julio de 1998 la Comisión reiteró al Estado su solicitud de información.  El 16 de abril de 2009 la Comisión envío una comunicación a ambas partes solicitando información actualizada.
15. El Estado presentó observaciones e información adicional el 14 de diciembre de 2009 y el 16 de febrero de 2010, respectivamente.  Ambas comunicaciones fueron remitidas al peticionario; sin embargo, éstas fueron devueltas a la CIDH debido a que la dirección consignada no correspondía.  El 26 de marzo de 2010 el Estado presentó los anexos de su comunicación anterior, los cuales fueron trasladados al peticionario el 16 de abril de 2010.
IV. 
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

16. Tanto el artículo 48(1)(b) de la Convención Americana como el artículo 42 del Reglamento de la Comisión, establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o comunicación y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.
17. En la presente petición se alegó la violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 8 y 25 de la Convención Americana.  Por su parte, el Estado sostuvo que no se configuró la caracterización de violaciones a la Convención Americana dado que los reclamos se resolvieron en el marco de un debido proceso y que la Comisión no debe funcionar como un órgano de cuarta instancia.

18. En el presente trámite el peticionario no se ha comunicado con la Comisión desde 1997 y durante estos 12 años omitió informar a la CIDH sus nuevos datos de contacto, por lo que la Comisión carece de información actualizada.  En tales circunstancias, no es posible determinar si subsisten los motivos que sustentaron la petición inicial, por lo que de conformidad al artículo 48(1)(b) de la Convención así como el artículo 42 del Reglamento de la CIDH, se decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 19 días del mes de octubre de 2011.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González, y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� Conforme a lo dispuesto en el artículo 17.2 del Reglamento de la Comisión, el Comisionado Rodrigo Escobar Gil, de nacionalidad colombiana, no participó en el debate ni en la decisión de la presente petición.


� La primera por lesiones personales, archivada en agosto de 1994; la segunda por torturas físicas y psicológicas acumulada con la tercera por atentado de desaparición, amenazas y persecución, a su vez, acumulada con la cuarta investigación -por las alegadas torturas de María del Carmen Orozco Pérez y de sus hijos-.  Indica que la quinta investigación iniciada en febrero de 1995 por agresión física contra la señora Orozco Pérez y sus hijos, fue archivada en virtud de principio de cosa juzgada en abril de 2005; la sexta, por lesiones personales contra las presuntas víctimas, se encontraría pendiente ante la Procuraduría Delegada para la Policía Nacional y la séptima, por trámite irregular, fue archivada en 1997.





